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DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo Abdala. 


INVITADOS: Señores Representantes Gonzalo Novales y Diego Cánepa. 


SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Quiero informar que los señores Diputados Cánepa y Novales 
han presentado dos proyectos para ser tratados en la Comisión. 


En primer lugar, vamos analizar el proyecto referido a accidentes de trabajo, Carpeta N” 832 de 2006, en el 
que se modifica el artículo 14 de la Ley_N* 16.074, presentado por el señor Diputado Novales, que dice: 
"Proyecto de ley.- Artículo único.- Se deroga el artículo 14 de la Ley_N” 16.074, de 10 octubre de 1989, el 
que quedará redactado de la siguiente manera: “Artículo 14.- Será considerado accidente de trabajo el que 
sufra un obrero o empleado en el trayecto al o del lugar de desempeño de sus tareas dentro de los treinta 
minutos anteriores o posteriores a su horario habitual de trabajo, así como cuando medien algunas de las 
siguientes circunstancias: A) Que estuviere cumpliendo una tarea específica ordenada por el patrono.- B) Que 
este hubiera tomado a su cargo el transporte del trabajador.- C) Que el acceso al establecimiento ofrezca 
riesgos especiales”". 


SEÑOR NOVALES.- Agradezco a la señora Presidenta y a los integrantes de la Comisión de 
Legislación del Trabajo que se trate esta iniciativa en el día de hoy. 


Este es un proyecto muy modesto, y lo que establece fundamentalmente es que el seguro de trabajo cubra al 
trabajador, no solamente en los tres ítems que establece la Ley, cuyo artículo 14 se quiere derogar, que 
refieren a que el trabajador estuviere cumpliendo una tarea específica ordenada por el patrón, que este 
hubiera tomado a su cargo el transporte del trabajador, que el acceso al establecimiento ofrezca riesgos 
especiales. 


Antes de esta Ley de 1989, el Banco de Seguros actuaba discrecionalmente, es decir, en algunos casos cubría 
y en otros no; tenía la facultad de actuar de una manera o de otra. Dicha ley obró negativamente, por lo que 
los accidentes en el camino al trabajo o del trabajo, no fueron más cubiertos por el Banco de Seguros. 


Posteriormente a que fuera presentado este proyecto de ley, se produjo aquel desgraciado accidente que 
conmocionó a todo el país, en el que murieron cinco obreros de la construcción en el kilómetro 31 de la Ruta 
N? 1, que iban a trabajar a Puntas de Valdés en la obra que estaba haciendo UTE para los generadores. Esos 
cinco trabajadores que murieron, más otros que quedaron heridos, lamentablemente, no estaban cubiertos por 
ningún seguro y además eran transportados de una manera absolutamente ilegal; los llevaban en camiones, 
como si fueran ganado. Si bien este proyecto de ley había sido presentado con anterioridad, este insuceso lo 
puso en el tapete y sirvió para ejemplificar qué es lo que se pretende con la introducción de esta 
modificación. 


En mi caso particular, lo que motivó esta iniciativa fue un accidente que hace un par de años tuvo un 
trabajador de Conaprole. La planta de Conaprole está ubicada en el camino a Mauá, a un kilómetro y medio 
de Mercedes. Lamentablemente, ese trabajador que iba a tomar su turno a las seis de la mañana, manejaba 
una moto, atropelló a un perro, se cayó y se mató. Como no había entrado a trabajar, obviamente, el seguro 
no lo cubrió. Este fue el motivo original de la iniciativa, pero el terrible accidente de la Ruta N* 1 puso este 
tema más en el tapete. 


Creo que esta iniciativa es de estricta justicia y la reglamentación debería cubrir los detalles. Por ejemplo, 
esta modificación no implica que el trabajador esté cubierto por el mero hecho de que tenga un accidente 
media hora antes de su hora de entrada a trabajar; tiene que ir por el camino normal de su casa al trabajo o 
viceversa. Es claro que no puede ser que el seguro termine cubriendo, por ejemplo, a alguien que está 
saliendo de un boliche nocturno. Me imagino que cuando el Banco de Seguros optó por restringir la cobertura 
se pudo deber a que quizás hubiera abusos. 


En caso de que esta Comisión vote afirmativamente este proyecto de ley, la reglamentación tiene que 
establecer cómo se puede acceder a la cobertura de este seguro. Pero me parece que es de estricta justicia que 
el trabajador cuando sale de su casa y va a trabajar, en ese lapso, esté cubierto; pues salió para ir a trabajar. 
De la misma manera, cuando sale del trabajo, que a veces es a horas muy avanzadas y por lugares muy 
peligrosos, por rutas nacionales, debe estar cubierto. Esto lo podemos ver con las grandes obras que se están 
haciendo, por ejemplo, en Fray Bentos, en Colonia con ENCE. Anda mucha gente yendo y viniendo por las 
carreteras hacia y desde su trabajo, y es de estricta justicia que esté cubierta. Creo que el lapso que lleva a 
una persona ir de su casa hacia el trabajo o a su casa, de regreso, se puede considerar una extensión del 
horario de trabajo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Personalmente, estoy totalmente de acuerdo con el proyecto. Estuve 
informándome cómo se reguló este tema en España y también en Argentina. La única duda que me 
surgió fue con respecto al tiempo. Hoy, el traslado de la gente que vive en el cinturón de Montevideo 
hacia la costa es real. Hay muchas trabajadoras y trabajadores que viven en las zonas costeras, 
periféricas y el traslado hacia su lugar de trabajo no insume menos de treinta minutos. De Solymar a 
Montevideo, de San José de Carrasco a Montevideo, son trayectos que llevan más de treinta minutos. 
Al establecer un tiempo en el proyecto -dentro de los treinta minutos anteriores o posteriores-, se 
estaría generando una situación de injusticia. 


Por lo tanto, propondría que dijese: "de trasladarse directamente hacia su lugar de trabajo". Por lo mismo que 
dice el señor Diputado, es decir, para que quede expresamente establecido que no está cubierto si sale de un 
boliche o de otro lugar. La cobertura abarca el traslado que lo lleva directamente a su lugar de trabajo y el 
traslado que lo lleva directamente a su casa. Con eso, estaríamos evitando el tema del tiempo, que es un 
problema que se nos va a presentar con posterioridad. Una persona que tenga un accidente, por ejemplo, 
quince minutos después de lo establecido, no tendría derecho al seguro. 


Este es el aporte que quiero hacer. 


SEÑOR NOVALES.- Obviamente, estamos abiertos a cualquier modificación que se quiera hacer a 
este proyecto para favorecer al trabajador. Aquí hay gente con experiencia en temas laborales y no 
tengo inconveniente en que se planteen distintas propuestas. Me parecería muy triste que, si hubiera 
un muerto, termináramos llevando un cronómetro para ver si murió a los veintiocho minutos o a los 
treinta y seis minutos; sería de muy mal gusto. Podría establecerse, entonces, como condición, el 
traslado por el camino acostumbrado para ir y para volver, para que no ande toda la noche dando 
vueltas por ahí o que termine solicitando la cobertura si después del trabajo se fue de garufa y tuvo un 
accidente. 


Estoy abierto a cualquier planteo o modificación que se quiera hacer. Lo que persigo es que haya una 
cobertura para esos trabajadores, una seguridad. Confío en que las modificaciones que ustedes puedan hacer 
a este modesto proyecto vayan a ser para bien. Yo propuse treinta minutos, como dije, por un accidente 
ocurrido en una planta de Conaprole a un kilómetro y medio de Mercedes, donde se va y se viene en cinco 
minutos, pero puede modificarse. 


Estoy totalmente abierto a que ustedes encaren el tema desde el punto de vista geográfico y no del tiempo o 
como crean conveniente. Lo importante es el fin. 


SEÑOR ITURRALDE.- Aplaudimos la iniciativa del señor Diputado Novales, que es muy buena. 


En el mismo sentido de lo que planteó la señora Presidenta, pero buscando un nuevo giro a la situación, 
propondría un plazo prudente para regresar al hogar. Digo esto porque hay mucha gente que tiene dos 
trabajos, que también puede ir a visitar a su madre y después volver. En ese lapso puede ocurrir un accidente, 
y no está yendo o viniendo del trabajo. 


Inclusive, con la ley vigente llegó a haber alguna sentencia que favorecía a un trabajador. Se entiende que el 
accidente "in itinere" es parte del trabajo. En definitiva, ahora estamos favoreciendo únicamente a los 
trabajadores que tienen su trabajo al lado y desfavoreciendo a todos aquellos que no tienen la posibilidad de 
conducirse en forma segura. Lo peor de todo es que se está desprotegiendo a aquellos que tienen más 
inseguridad para ir a trabajar, lo que suele estar relacionado con el tipo de trabajo al que pueden acceder y 
con los ingresos que perciben. 


Reitero mi felicitación al señor Diputado por la presentación del proyecto. No obstante, quiero señalar que el 
plazo que establece está muy bien, parece producente pero, por ejemplo, el trabajador rural debería estar 
comprendido en un lapso más amplio, pues nadie llega en media hora a menos que sea una chacra en las 
afueras o algo por el estilo. 


Conceptualmente, la redacción debería establecer que fuera un plazo prudente que le permitiera llegar a 
destino o algo por el estilo. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- En el mismo sentido que el señor Diputado preopinante, 
quiero señalar que comparto plenamente el espíritu del proyecto. 


Arreglar la redacción está difícil. ¿Qué definimos como prudente? Tal vez, deberíamos manejarnos más con 
el aspecto geográfico. 


Me gustaría que no diéramos tanta chance a la reglamentación. De repente nos deberíamos tomar más tiempo 
para lograr que la propia ley esté reglamentada para no dejar abierto este aspecto. Digo esto porque es lógico 
que los organismos descentralizados, en este caso el Banco de Seguros del Estado, por una cuestión de 
números, en la reglamentación siempre va a tratar de ser un poco avaro. 


La iniciativa es muy buena y deberíamos tomarnos un tiempo de reflexión para dejar la menor cantidad de 
espacios abiertos. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Coincido con lo que acaba de expresar el señor Diputado 
Hackenbruch en el sentido de darnos un tiempo para ajustar los términos del proyecto de la mejor 
manera. Sin embargo, propondría -y es complementario con eso- que pudiéramos mantener el tema en 
la agenda de la Comisión. Estamos analizando un proyecto de ley específico con relación a un aspecto 
concreto, vinculado con el tema de la accidentalidad, pero sin ninguna duda la virtud que esta 
iniciativa puede tener es que nos lleve a profundizar en el tema de los accidentes de trabajo y de las 
enfermedades profesionales. La señora Presidenta recordará que esto se lo planteamos al Ministro y a 
la Inspectora de Trabajo cuando hace pocos días visitamos el Ministerio. En esa oportunidad supimos 
que el Ministerio está trabajando también en distintas iniciativas legales, eventualmente en una 
revisión de una ley vigente, en una reglamentación del convenio internacional respectivo. Creo que 
sería interesante, inclusive, para ajustar los alcances, tanto de tiempo como geográficos, tener una 
instancia con la Inspectora a los efectos de avanzar específicamente en este proyecto e internarnos en el 
análisis más general para no perder la perspectiva. En todo caso, una de las virtudes que quiero 
reconocer al proyecto del Diputado Novales es que nos obliga a ponernos a trabajar en un tema que 
nos interpela porque estuvimos viendo en esa oportunidad las cifras de la siniestralidad y, realmente, 
asustan. Además, como señala el Gobierno -y comparto-, las proyecciones indican que en los próximos 
años la inversión en el sector de la construcción va a aumentar de manera sostenida -lo cual nos 
alegra-, pero con ello se incrementarán también los accidentes de trabajo. 


Sé que esto hace a un aspecto específico, pero me parece que un buen camino para atar todo lo que se ha 
dicho, como decía el Diputado Hackenbruch, en cuanto a darnos un tiempo para que la solución sea la mejor, 
puede ser mantener el tema en el orden del día y generar una instancia con el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y con la Inspección de trabajo que será la que tenga que aplicar la ley. 


SEÑOR ITURRALDE.- Estoy reflexionando sobre cómo podríamos hacerlo. 


En realidad el concepto del plazo racional es utilizado por la jurisprudencia. Podríamos, por ejemplo, no 
poner horario y decir "al o del lugar de desempeño de sus tareas". 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo seguía esa misma lógica pero, teniendo en cuenta el estilo de la Comisión, 
que el planteo del señor Diputado Pablo Abdala es atendible y que podemos vislumbrar que hay un 
acuerdo general de la Comisión de impulsar el proyecto y que salga por unanimidad de todos los 
integrantes, podríamos seguir el camino que corresponde: invitar conjuntamente a la Inspectora de 
trabajo y al Presidente del Banco de Seguros en la primera semana de julio a los efectos de acercarles 
el proyecto. Mientras tanto, podríamos ir trabajando. Quedaría agendado para la primera semana de 
julio, con estos detalles y modificaciones. 


Yo estuve analizando algo sobre los tiempos a nivel de Derecho comparado y tengo los textos 
correspondientes que puedo enviar a todos. Creo que este va a ser un tema de fácil resolución que podremos 
presentar en el Plenario quizás en el mes de julio. 


(Diálogos) 


(Se retira de Sala el señor Diputado Novales). 


Corresponde pasar al segundo punto del orden del día: el proyecto de otorgamiento de licencias 
especiales para trabajadores de la actividad privada afiliados al BPS. Este proyecto consta de nueve 
artículos y ha sido presentado por los Representantes Cánepa, Ramos Espíndola, Yanes, Bernini, 
Ortuño y Roballo. Esperamos poder presentar también este proyecto en Cámara en la primera semana 
de julio. 


Otorgamos el uso de la palabra al señor Diputado Cánepa a los efectos de que nos presente el proyecto y nos 
explique su contenido. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero agradecer a la señora Presidenta y a la Comisión toda la oportunidad de 
dar las razones que dan fundamento a este proyecto presentado por la bancada del Frente Amplio en 


su conjunto -como todos los presentados por mi partido-, aunque quien habla tuvo la iniciativa de 
tratar el tema y de generar el anteproyecto. 


Es posible que tenga que extenderme para fundamentar este proyecto. Uruguay es un país con una larga 
trayectoria de legislación relativamente completa de protección de los derechos de los trabajadores, lo cual es 
reconocido a nivel internacional, pero ha tenido una laguna, un vacío jurídico durante mucho tiempo, pues no 
existe hasta el día de hoy -este proyecto podría saldar eso- un régimen sistemático, general y específico para 
regular todos los aspectos vinculados a licencias especiales para los trabajadores de la actividad privada, 
máxime en un país en el que se da una inequidad enorme en cuanto a este tipo de licencias -que vamos a 
explicar qué significan, qué alcance les damos y cuál es el instituto jurídico al cual apelamos- si las 
comparamos con el importante desarrollo que tienen para los funcionarios públicos, quienes cuentan con un 
amplio número de leyes que amparan este tipo de situaciones. Es bueno encontrar las razones por las que esta 
situación de inequidad ha sobrevivido bastante tiempo en nuestra legislación y por qué queremos encontrarle 
solución. 


En primer lugar, se trata de un proyecto de ley concreto que instaura legal, jurídicamente en nuestro país -es 
una innovación jurídica- la posibilidad de generar el concepto de licencias especiales. Esto ya existe en el 
Derecho Laboral, no es un invento de este legislador ni de este proyecto de ley; sin embargo, sí lo es la 
posibilidad de generarlo en un solo marco jurídico sistemático 


No es un espejo, pero podríamos tomar como inicio para dar una idea, la Ley N? 16.104 publicada el 2 de 
febrero de 1990, que habla de los funcionarios públicos y que modifica normas reglamentarias que regulan 
las licencias; se trata de una ley muy completa que no solo regula la posibilidad de obtener licencia ordinaria 
-la del régimen general-, sino que también establece todos los tipos de licencias especiales a que pueden 
acceder los funcionarios públicos. Esto ha sufrido modificaciones posteriores y algunos agregados en 
sucesivas leyes especiales, de Rendición de Cuentas o de Presupuesto. 


Existe una ley marco que regula las licencias generales y especiales de los funcionarios públicos. La ley 
madre que regula el régimen general de licencias en Uruguay también ha sido resultado -como casi todo en el 
Derecho Laboral- de la lucha de los trabajadores, que se ha visto plasmada en conquistas legales. Si uno 
mira, a través del tiempo, desde el primer proyecto de ley que da un reconocimiento legal a la posibilidad de 
licencia anual, la modificación ha consistido en la ampliación de esos derechos y del plazo de que disponen 
los trabajadores. Hubo que esperar a mediados de la década del cuarenta para que la Ley N* 10.684, 
sancionada por unanimidad de la Cámara de Representantes y del el Senado, estableciese el derecho de los 
trabajadores contratados por particulares o empresas privadas de servicios públicos, a una licencia anual paga 
de doce días continuos, como mínimo, cuyo período menor no podrá ser inferior a seis días. Esto fue 
modificado posteriormente por la Ley N* 12.353 que establece veinte días continuos como mínimo y que no 
es posible incluir en el régimen general de licencia los días feriados de carnaval ni de Semana de Turismo, 
que se habían establecido por varios años antes. Empezaron a saldarse algunas discusiones. 


Hoy cualquier trabajador uruguayo sabe que al año de trabajo tiene veinte días de licencia paga, pero no es 
algo que haya estado todo el tiempo. Tiene un buen tiempo de desarrollo, pero tampoco hace tanto, en 
términos históricos. En relación con el resto de América Latina, el reconocimiento legal, que una ley 
estableciera el derecho de los trabajadores y la obligatoriedad de los empleadores tanto públicos como 
privados de dar la licencia paga, fue algo que destacó al país en su momento. Además, todo el sistema 
político representativo de la época, en forma unánime, estaba avanzando en ese alcance. 


El régimen general de licencias en la actividad privada siempre tuvo en el Derecho Laboral, a través de los 
convenios colectivos -no se llamaban así en el pasado-, y no solo a través de los Consejos de Salarios y los 
convenios colectivos a partir de la ley del 43, sino como práctica común en el desarrollo de las relaciones 
laborales entre los sindicatos y los empleadores, algún mecanismo de salvaguarda. Algunos de estos 
mecanismos fueron plasmados en convenios colectivos y en algunas ramas de actividad hay costumbres - 
aunque todos sabemos que la costumbre no es fuente de ley-, muy instauradas, de dar cierta cantidad de días 
por determinado tipo de circunstancias como duelo, nacimiento de un hijo o casamiento. O sea ha existido 
cierta tradición en algunas ramas de actividad, pero no tiene ninguna otra base que no sea la tradición, el uso 
y la costumbre, según la rama de actividad. En otros casos, hay una base jurídica de menor rango que lo 
legal, que es el convenio colectivo -en algunos casos homologado y en otros no- que logra un sindicato 


determinado. Lo que se logra en estas oportunidades es para la empresa y no para la rama de actividad, 
excepto en el caso de los bancarios, que tienen convenios colectivos más completos. 


Esta es la historia del tema. 


Esto apunta a dos preocupaciones centrales -quiero ser muy claro en esto-: la licencia por estudio, que es el 
corazón del proyecto, y la licencia por paternidad, que la prensa ha tomado mucho más en cuenta, y que 
también queda plasmada legalmente en este proyecto. ¿Por qué? Porque en Uruguay no existe hasta el día de 
hoy ninguna norma legal que garantice a un trabajador privado el derecho a licencia por estudio si no es 
descontada de su licencia anual, dependiendo de la voluntad del empleador o de algún convenio colectivo. 


En un país como el nuestro, que no exista una ley que garantice al trabajador la posibilidad de continuar con 
sus estudios cuando está trabajando en el ámbito privado, constituye un debe importante en la legislación 
nacional. Fue una sorpresa para quien habla constatar esto cuando empezó a estudiar el tema, absolutamente 
convencido de que existían normas legales que protegían estos derechos. Como muchas veces sucede, fue por 
iniciativa de mucha gente que nos comentaba este problema que pusimos el énfasis en este aspecto. En 
muchas áreas donde no existe convenio colectivo y los jóvenes en etapa de estudio universitario e, inclusive, 
a nivel liceal tratan de hacer el horario nocturno para mejorar su capacitación, sucede, por ejemplo, que para 
rendir exámenes les daban el día, pero se lo descontaban y ni siquiera tenían tiempo para estudiar, o lo tenían 
que sacar de su licencia anual. Ello determinaba que, muchas veces, se quedaran casi sin licencia anual. La 
persona que estudia y trabaja depende legalmente de la voluntad del empleador. Esto fue una sorpresa para 
quien habla, que ignoraba el tema hasta que comencé a estudiar. De ahí partió la necesidad de intentar regular 
o legislar sobre esto. 


En varias Legislaturas hubo iniciativas con respecto a distintos tipos de licencias especiales, pero no han 
tenido andamiento en el Parlamento. Tampoco tenían -y creo que es la mayor virtud del proyecto, como 
decimos en la exposición de motivos- los principios de irrenunciabilidad y especificidad. Estos principios de 
irrenunciabilidad y de especificidad que informan todo el proyecto son los pilares del régimen que se instaura 
con el establecimiento de forma sistémica y en una sola norma de todo lo relativo a las licencias especiales 
para los trabajadores de la actividad privada. Creo que esto va a facilitar en gran medida su aplicación. 


Voy a poner un ejemplo. Hay una muy buena iniciativa por la intención, pero equivocada en el fondo, del 
Diputado Musetti, suplente del Partido Colorado por Canelones, que presentó en esta misma Legislatura un 
proyecto sobre licencia por paternidad y adopción, en el intento de equiparar algo que ya se manifestaba muy 
claramente. Estoy haciendo una introducción al tema y después vamos a ampliar; me refiero a la 
modificación de las licencias especiales que tienen los funcionarios públicos de acuerdo con la Ley N* 
17.930, de Presupuesto Nacional. En ese proyecto de ley se hace referencia a la adopción, y lo interesante es 
que nosotros votamos un proyecto de ley -en esto hago un "mea culpa" que comprende a todos los 
legisladores y a quien habla en primer lugar-, pero no tenemos un mecanismo bueno y sistemático para su 
seguimiento. 


La Sección V de la Ley N* 17.292, de 25 de enero de 2001, lleva como título "Licencia especial para los 
funcionarios públicos o trabajadores privados que adopten menores". Por lo tanto, en Uruguay ya existe una 
regulación en este sentido para los trabajadores públicos y privados en igualdad de condiciones en cuanto a la 
adopción de menores; esto ya está saldado en la legislación nacional. El artículo 33 dice: "Todo trabajador 
dependiente, afiliado al Banco de Previsión Social, que reciba uno o más menores de edad, en las condiciones 
previstas por la presente ley, tendrá derecho a una licencia especial de seis semanas continuas de duración". 
Esta norma también se refiere a algunos aspectos de la adopción; las cuestiones vinculadas a cómo se adopta 
sí están derogadas por el Código de la Niñez y la Adolescencia de 2004, pero no el plazo de la licencia 
especial generada para los trabajadores de la actividad pública y privada. 


Continúa el artículo 33: "La licencia especial con goce de sueldo establecida en el inciso primero del presente 
artículo constituye una excepción al régimen de licencias especiales" -aquí ya existe el concepto de régimen 
de licencias especiales- "establecido por el artículo 37 de la Ley_N* 16.104, de 23 de enero de 1990, para los 
funcionarios públicos". O sea que el concepto de régimen de licencias especiales existe en derecho laboral y 
es aceptado pacíficamente; inclusive, es utilizado por la Organización Internacional del Trabajo, y vamos a 
nombrar algunos de los convenios que lamentablemente Uruguay no ha ratificado hasta hoy y que tratan 
estos temas de las licencias especiales que, como principio general a nivel internacional, no deben ser 
confundidos con el régimen general de licencias, porque el concepto de nacimiento del régimen general de 


licencias es el período de ocio necesario, de descanso anual, que debe tener todo trabajador luego de un año 
dedicado al trabajo. Y estas son situaciones especiales y, por lo tanto, deben ser atendidas en un régimen 
especial y no en el general. 


Para dar una idea, el artículo 35 de la Sección V de la Ley N* 17.292, que regula la adopción de menores y la 
licencia especial para trabajadores públicos y privados en esta situación, dice: "Sólo podrá hacer uso de esta 
licencia especial, uno u otro integrante del matrimonio beneficiario o el beneficiario en su caso". 


¿Qué significaba esto? Que las seis semanas solamente eran para el padre o la madre adoptante, pero no para 
los dos, y que debían optar. Esto fue modificado en el último Presupuesto Nacional, en la Ley N* 17.930, 
cuyo artículo 27 dice: "Sustitúyese el artículo 35 de la Ley_N* 17.292, de 25 de enero de 2001, por el 
siguiente: ARTÍCULO 35.- Cuando ambos padres sean beneficiarios de la licencia establecida por la presente 
ley'" -o sea, beneficiarios de estas seis semanas si no son funcionarios públicos, porque tienen un régimen 


m 


que se dice que será una excepción- "'la correspondiente al padre será de diez días hábiles"". 


¿Qué significa esto? En vez de decir que alguno de los dos adoptantes, padre o madre, opte por las seis 
semanas y el otro no tenga nada, le damos diez días hábiles de licencia como mínimo al padre adoptante 
conjuntamente con la madre adoptante; o sea que también está regulado legalmente. Lo de las seis semanas 
se basa en que, tal como lo afirma la psicología, el niño recién adoptado, como cualquier recién nacido, 
necesita más de la presencia materna al principio. Los diez días hábiles están en consonancia con los diez 
días hábiles de licencia que también establece la Ley N* 17.930, cuyo artículo 26 sustituye el artículo 29 de la 
Ley N* 16.104, que es la ley general de licencias de funcionarios públicos. Dicha modificación aumenta a 
diez días hábiles la licencia por paternidad de los funcionarios públicos, que al comienzo estaba prevista por 
menos días. 


No voy a ahondar ahora en las licencias por estudio, que también tienen un régimen muy auspicioso en 
Uruguay, que fue modificado por la Ley_N* 17.930 aumentando a treinta días la licencia de estudio para los 
funcionarios públicos. Incluso, establece la salvaguarda de que si hay acuerdo con los trabajadores, los días 
de licencia estarán por encima de lo establecido en esa ley, y estos artículos sí fueron votados por unanimidad 
tanto por el Senado como por la Cámara de Diputados. 


En cuanto a la paternidad, nos encontramos no solo frente a una situación de inequidad sino de vacío legal 
absoluto para el respeto de lo que nosotros creemos que son derechos ya preexistentes de los trabajadores. 
Incluso, se daba la situación de que aquellos que tenían un sindicato, que sí tenían un convenio colectivo, 
gozaban de estos derechos de licencias especiales, y aquel trabajador que no contaba con esa posibilidad o no 
tenía un acuerdo satisfactorio en este punto dependía de la voluntad del empleador. Esta fue la 
fundamentación primaria por la cual decidimos que era importante legislar en este tema, y en la introducción 
explicamos por qué creemos que esto subsume la posibilidad, no solo de la licencia por paternidad y por 
adopción, que ya está prevista de manera correcta en nuestra legislación nacional y que nos parece que ha 
sido un adelanto. 


El proyecto de ley intenta un equilibrio tomando en cuenta el avance del respeto del derecho del trabajador. Y 
acá quiero decir algo, no por ser el proponente del proyecto -que, reitero, responde a toda la bancada del 
Frente Amplio-, sino porque es necesario aclararlo. Hemos trabajado mucho para intentar encontrar un 
equilibrio, porque se trata de una legislación nueva, que puede afectar o modificar situaciones de hecho, y por 
eso también consideramos cuáles deben ser los plazos a establecer en una primera etapa. O sea: la ley va a 
empezar a aplicarse de esta manera, pero aspiramos a que en el futuro puedan seguir ampliándose los plazos 
establecidos en este proyecto de ley. No es que no hayamos querido establecer una cantidad de días mucho 
mayor que la que aparece en este proyecto de ley, pero no quisimos ser demagógicos y pasar de la nada a una 
cantidad de días que puedan afectar el normal funcionamiento de muchas empresas. 


Por lo tanto, queríamos ver lo que se iba estableciendo en algunos convenios colectivos y era aceptado 
pacíficamente, pero también queríamos establecer legalmente como derecho mínimo de los trabajadores un 
régimen de licencias especiales con cierta particularidad que voy a pasar a explicar, que es la 
irrenunciabilidad y la especificidad, principios que hacen a la esencia del proyecto. 


Todos sabemos que el derecho laboral tiene un principio de "in dubio pro operario" y también un principio de 
primacía de la realidad que informa totalmente las leyes laborales. 


Entonces, el proyecto de ley establece en su artículo 1? como "nomen juris" un ámbito de aplicación: "Todos 
los trabajadores de la actividad privada, afiliados al Banco de Previsión Social (...)". Esto es muy claro y 
huelgan las palabras; incluso, no quisimos hacer mayores especificaciones porque en algunos casos podría 
ser discutible si el trabajador tiene o no la categoría de afiliado al Banco de Previsión Social; quien esté 
afiliado al Banco debería estar alcanzado por esta norma, como también sucede en el caso de la normativa 
vinculada con el derecho laboral, inclusive a nivel de los funcionarios públicos. 


En el artículo 1” se establece que tendrán derecho a licencias especiales con goce de sueldo. Esto es muy 
importante, porque han existido algunos convenios colectivos sobre licencias especiales sin goce de sueldo. 
Nosotros estamos absolutamente convencidos de que para que esto sea una verdadera licencia especial debe 
ser con goce de sueldo. El artículo 1” agrega además: "[...] no serán descontadas del régimen general de 
licencias de acuerdo a lo establecido en la presente ley". 


El segundo inciso dice: "Las licencias especiales contenidas en esta ley serán consideradas derechos mínimos 
de los trabajadores". Esto va unido a lo que establece el artículo 8%, que corresponde a las disposiciones 
generales; por una cuestión de técnica legislativa las pusimos al final del proyecto, luego de haber establecido 
los casos particulares de licencias especiales. Pero este es el corazón de la especificidad del proyecto, porque 
el artículo 8” dice: "Las licencias reguladas en la presente ley deberán gozarse efectivamente, no pudiendo 
sustituirse por salario o compensación alguna.- Tampoco será válido ningún pacto o convenio a través del 
cual se renuncie a las mismas, pero en el caso de trabajadores que acordaren o hubieren acordado regímenes 
más favorables se estará a lo dispuesto en éstos". 


¿Qué significa esto? No es solamente para los empresarios; los trabajadores no pueden renunciar a este 
derecho ni pedir una compensación a cambio. Esto no es como un feriado no laborable, que en un convenio 
colectivo se puede acordar trabajar a cambio de un pago doble o triple. Estos son derechos inherentes al 
trabajador, y hemos considerado que si el trabajador está en condiciones de gozarlos efectivamente tiene el 
derecho, pero no los puede sustituir por licencias generales. Por ejemplo, en vez de tomar tres días por duelo, 
toma dos, pero se toma tres días más de licencia general, o pide que se le pague doble, triple o cuádruple. No, 
eso no podría suceder porque se perdería la naturaleza de las licencias especiales, cada una de las cuales se 
fundamenta en situaciones muy particulares de la vida de un trabajador que merecen la atención del 
legislador para que sea protegido en su derecho a tener dicha licencia. No se la puede desnaturalizar 
convirtiéndola en una moneda de cambio y de negociación. 


Por lo tanto, se hace referencia al derecho mínimo de los trabajadores porque, obviamente, ningún acuerdo 
podrá ir por debajo de la ley. Pero, a su vez, se establece que si se hubiera acordado o si se acordara en el 
futuro un convenio colectivo con mejores condiciones que las previstas en la ley, se estará a lo que aquél 
establezca. Es un principio general que informa todo el derecho laboral, pero lo establecimos específicamente 
en el proyecto de ley para que no hubiese dudas acerca de su aplicación o de su alcance. Nos parece que esto 
mejora también la posibilidad de entender los principios de especificidad y de irrenunciabilidad de los 
derechos y que el proyecto de ley incorpora un coto alto de irrenunciabilidad, porque no hay ninguna 
excepción que permita a los trabajadores poder renunciar a su derecho ni al empleador no dar esa licencia 
especial. 


Voy a pasar a la licencia especial por estudio. Quiero aclarar que, por supuesto, como siempre sucede, este 
proyecto está a lo que las señoras legisladoras y los señores legisladores de la Comisión dispongan para 
modificarlo, mejorarlo y llevarlo a buen puerto. 


Nosotros establecimos esta cantidad de días, y tenemos una fundamentación. El artículo 2* dice: "Se 
establece una licencia especial de doce días por año civil, con un máximo de tres días por examen o prueba 
de revisión, evaluación o similares, que podrá ser utilizada por aquellos empleados que cursen estudios en 
Institutos de Enseñanza Secundaria Básica y Superior, Educación Técnico-Profesional Superior, Enseñanza 
Universitaria, Instituto Normal y otros de análoga naturaleza pública o privada habilitados por el Ministerio 
de Educación y Cultura". 


El ámbito de aplicación de la licencia por estudio son todos los institutos que se mencionan en el artículo, 
para no acotar las posibilidades de ejercer este derecho, pero deben tener el reconocimiento y la habilitación 
del Ministerio de Educación y Cultura, a través de la Dirección de Educación. Establecimos un máximo legal 
de doce días, con un máximo de tres días por examen o prueba de revisión, para no quepa la posibilidad de 
que esto se desnaturalice y de que alguien tome doce días para otro objetivo que estudiar, y termine siendo 


"bastardeado" el fin de este proyecto. Porque también tenemos que prever que la norma después tiene vida 
propia y su aplicación estará determinada por la realidad. Por lo tanto, hemos tomado un mínimo que se da 
no solo a nivel universitario sino incluso como promedio a nivel de algunas pruebas importantes de 
Secundaria. Hay tres o cuatro pruebas anuales muy importantes: algunas revisiones semestrales, otras 
trimestrales y los exámenes finales. Entonces, establecemos un máximo de tres días por examen, incluso para 
acotar el problema en una empresa donde doce días se transforman casi en una nueva licencia general. Si el 
régimen general son veinte días y damos doce continuos, se puede trastocar enormemente el funcionamiento 
de la unidad económica. 


Creemos que esto salvaguarda el derecho del trabajador y da determinado equilibrio, máxime cuando en el 
artículo 3” establecemos la obligación de presentar la documentación correspondiente y cuáles son las 
consecuencias de la no presentación, para gozar de la licencia por estudio, que consideramos no la única pero 
sí un cambio importante en nuestra legislación, como derecho mínimo. 


El artículo 3” dice: "Quienes hubieren gozado del beneficio establecido en el artículo anterior deberán 
acreditar ante el empleador haber rendido sus pruebas o exámenes, dentro del mes siguiente al último día de 
esta licencia" -esto es más duro que para los funcionarios públicos, que tienen un año para justificar el haber 
dado un examen- "mediante la presentación de certificado expedido por el instituto en el cual cursen sus 
estudios.- La no presentación de la documentación referida en el inciso precedente implicará la pérdida del 
derecho a solicitar nuevamente este tipo de licencia y habilitará a su empleador a descontar de los haberes 
mensuales los días solicitados". 


Este es un castigo muy duro para el trabajador porque se le da el derecho del goce de la licencia especial. Por 
supuesto, no es necesario poner en cada proyecto de ley lo que informa todo el derecho, que son los 
principios generales. Un caso de fuerza mayor o un hecho fortuito serán posibilidades de excusar por qué no 
se presentó la documentación requerida dentro de los treinta días. Cada vez que se vota una norma de 
derecho no es necesario poner los principios generales de derecho que establecen, por ejemplo, que si hay un 
paro de treinta días del instituto o si no hubo posibilidad de conseguir el certificado, pero sí se tuvo la 
intención obtenerlo, no se aplicará el castigo establecido en el proyecto de ley. Esto debe quedar claro, 
porque la versión taquigráfica recoge también el espíritu del legislador, y reitero que los principios generales 
del derecho no deben ser explicitados cada vez que se vota un proyecto de ley. 


A su vez, en el caso de la licencia por estudio se establece una obligatoriedad de preaviso con un plazo 
mínimo de diez días hábiles -esto puede ser modificado-, lo que es muy importante. El artículo 4” dice: "El 
mismo deberá ser realizado de forma fehaciente y constará en los registros de personal de la empresa". ¿Cuál 
es el castigo si no se avisa? El empleador tiene derecho a no dar esa licencia especial. 


A veces, uno piensa en cierto tipo de trabajadores como los administrativos, en cuyo caso es más fácil aplicar 
la norma, pero esta es una ley general. Hablamos de un plazo amplio de diez días hábiles, o sea, de quince 
días corrientes, de casi medio mes antes, porque a veces se trata de operarios de fábricas y es necesario 
considerar los turnos y coordinar este tipo de situaciones. Hay casos en que los trabajadores cumplen una 
función muy específica que también es necesario tener en cuenta con cierto tiempo de anticipación para que 
el empleador tenga la posibilidad de arreglar los turnos o de cubrir la falta. Por tanto, creo que aquí también 
hemos logrado un equilibrio muy importante entre el derecho que damos al trabajador y la posibilidad de que 
lo ejerza 


Por supuesto que todo puede ser modificado; estoy explicando los fundamentos. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANL.- Pido disculpas por retirarme pero a la hora 15 debo ir a la 
coordinación y no quería dejar la Sala sin antes decir al señor Diputado Cánepa que me parece muy 
interesante el trabajo que realizó toda la bancada del Frente y, concretamente, el señor Diputado a fin 
de saldar llenar vacíos jurídicos. 


Con respecto a la licencia por estudio creo que la expresión que utilizó el Diputado fue la de no 
"bastardearla". Creo que habría que pensar un poquito cómo hacemos para que de alguna manera no haya 
gente que se anote para contar con esos 12 días; o sea, cómo hacemos para estimular que la gente se tome los 
días y ello dé sus frutos con exámenes salvados; tengo entendido que hay algunos organismos públicos que, a 


medida que la persona salva exámenes, recibe la renovación de la licencia por estudio. Creo que esto no está 
incluido en el proyecto. 


Pido disculpas por tener que retirarme. 


SEÑOR CÁNEPA.- Nosotros lo hemos estudiado, y tal como se expresaba, hemos llegado a la 
conclusión de no ponerlo porque en la empresa privada se plantea la dificultad de que el trabajador 
cambia de trabajo, cosa que no sucede en los empleos públicos. 


Normalmente, el empleado público tiene una carera permanente, y por lo tanto es muy fácil hacer un 
seguimiento, una evaluación permanente sobre si ha estudiado o no. Y con ello se permite controlar este 
aspecto. Nosotros hemos dado muchas vueltas, y reitero que hemos estudiado el tema. Quizás la Comisión 
encuentre una solución, pero debo decir que nosotros entendemos que las soluciones eran peores que el 
problema que se planteaba, porque un trabajador puede cambiar de trabajo y si el otorgamiento del derecho 
depende de si salvó o no los exámenes se plantea una nivel de dificultad adicional. 


Por lo que hemos trabajado con algunas personas vinculadas a este tema, creemos humildemente que es muy 
difícil, excepto en algunos casos, que ello suceda porque después el trabajador tiene que ir a dar el examen. 
Digo esto porque tiene que dar el examen o la prueba para traer un certificado, y así conseguir la licencia. Es 
probable que algunos den exámenes y pruebas para conseguir dos o tres días de licencia, pero la generalidad 
no lo va a hacer. De esto estamos absolutamente convencidos. 


Por lo tanto, no lo incluimos como elemento de contralor; para el funcionario público es más fácil de 
instrumentar porque como ya dije hay una permanencia en el cargo y una estabilidad, lo que permite que el 
Estado también pueda tener un control y que en esa empresa pública o en ese Ministerio se lleve adelante un 
cierto contralor sobre los estudios que se hacen. Por supuesto que la Comisión lo puede modificar; yo dije 
que lo hemos estudiado y que pensábamos que lo decidido era la mejor solución. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Voy a hacer una breve interrupción. 


Me quedé pensando en lo que planteaba el señor Diputado Hackchenbruch Legnani. Me pregunto si no sería 
razonable, al mismo tiempo de que hubiera una penalidad por la no presentación de la documentación 
acreditante de que se rindió el examen, que hubiese algún sistema que estableciera una penalidad si no se 
obtuviera un rendimiento. Planteo esto porque, eventualmente, la licencia por estudio es anual, pero si un 
trabajador pide licencia y la usufructúa todos los años, y resulta que pasan un año y dos, y no aprueba un 
examen, sería bueno que eso se reflejara en alguna medida sobre el propio derecho. O, también, que en 
alguna medida lo afecte, porque también podría darse la circunstancia de que un trabajador mal intencionado, 
o actuando con mala fe, se anotara en una carrera, se inscribiera en una Universidad, pública o privada, o en 
cualquier instituto de enseñanza, y diera exámenes, lo que es sencillo; lo que es difícil es aprobarlos. De 
pronto puede llegar a darse una especie de argucia a efectos de obtener lo que, sería en ese caso, unas 
vacaciones mal habidas o una licencia ilegítima. 


SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Iba a razonar con la misma lógica. 
(Diálogos) 
Puede continuar señor Diputado, y una vez que haya concluido le voy a hacer unas preguntitas. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quizás no haya sido demasiado claro al responder. 


Como dije, nosotros evaluamos el tema, y creímos que poner una medida de contralor por parte del 
empleador para ver si es verdad que pide la licencia para estudiar, es un "castigo" -entre comillas; 
técnicamente, es incorrecto- excesivo para el trabajador. Se puede dar esa hipótesis, pero la ley es una norma 
general y abstracta. Me parece que no puedo -lo digo con todo respeto- legislar para que no se dé una 
situación de este tipo, partiendo de la patología del instituto que voy a instaurar. Creo que siempre es bueno 
querer advertir sobre la posibilidad de que esto sea utilizado de una manera que no es la que el legislador 
pretende, pero no puedo legislar todo un instituto nuevo a partir de su patología. 


Por otra parte, quiero comentar al señor Legislador que yo pensaba parecido hasta que varios me hicieron 
notar lo que voy a transmitir. En primer lugar, tal como ya dije, destaco la dificultad que tiene un empleador 
de otorgar o no la licencia de acuerdo a cómo rindió en sus exámenes un trabajador que puede variar de 
trabajo un año tras otro, o cada dos o tres; esto es muy complejo; no es la misma situación que la de un 
empleado público. 


En segundo término, si en la Universidad de la República uno no da exámenes, o si los da y los pierde en 
forma permanente, inclusive, pierde la calidad de estudiante para el voto. Así lo establece la reglamentación. 
Ahora, si eso no se aplica por parte de la Universidad, es otra discusión, pero existe la prerrogativa de que la 
calidad de estudiante se pierda cuando no se cumpla con esa reglamentación. Ni siquiera menciono el caso de 
lo que pasa con el trabajador privado que se anotó en la Universidad privada, que debe pagar todos los meses; 
ir a perder por tres días de licencia cuando pagar se hace casi imposible, sería un despropósito. En cualquier 
otro instituto privado, pagar todos los meses para no salvar, es absolutamente ridículo. 


A nivel de Secundaria existe un límite legal referido a la edad y al tiempo en que se puede estar dando los 
exámenes, a no ser que después se concurra al liceo nocturno, que según se nos informó también tiene una 
reglamentación -lamento no haberla traído, porque traje casi todo sin pensar que este tema iba a ser debatido- 
sobre el seguimiento de aquellas personas que, asistiendo durante mucho tiempo a un curso o a un año 
determinado, reinciden en una permanente repetición porque no salvan los exámenes. 


Entonces, me parece que la actual circunstancia de la patología podrá llegar a darse, pero creo que estos casos 
serán los menos. Nos parece que se pueden modificar los plazos; el castigo es muy grande. Yo personalmente 
fui muy reticente, aún cuando lo redacté, a poner este "castigo" -entre comillas- tan grande a trabajadores de 
perder el derecho si no presentan el certificado. Quiero aclarar por qué no pusimos esto acá -como dijo el 
señor Diputado- y quizás sea posible establecerlo en las modificaciones del artículo 4%. Concretamente, 
cuando dice que: "El no cumplimiento del aviso en el plazo establecido dará el derecho al empleador a negar 
la licencia especial solicitada", y también en lo que se expresa en el inciso final del artículo 3%, es decir que la 
no presentación de la documentación referida en el inciso precedente implicará la pérdida del derecho a 
solicitar nuevamente este tipo de licencia y habilitará a su empleador a descontar de los haberes mensuales 
los días solicitados, se refiere al año en curso, porque esto es por año, tal como se establece al comienzo del 
proyecto. 


Para mí esto era muy claro, pero algunos me hicieron llegar la crítica de que quizás alguien pueda interpretar 
que una vez que el trabajador no haya llevado la documentación a tiempo pierda definitivamente el derecho. 
Me parece que cualquier intérprete razonable no podría concluir esto, pero como no está claro voy a solicitar 
a la Comisión que cuando legisle sobre este aspecto, aclare, porque estamos hablando de un régimen anual. 
Esto es así porque en el comienzo se establece una licencia especial por estudio de doce días por año. O sea 
que es un derecho que se va a adquiriendo y que tiene un plazo en el que se va ejerciendo ese derecho. 


El señor Diputado Abdala me hizo recordar este concepto cuando recalcó que el régimen establecido era 
anual y que podía instrumentarse un control. Aparentemente, para alguna gente este concepto no queda claro; 
lo digo porque me han hecho llegar alguna crítica en el sentido de que los incisos finales de los artículos 3” y 
4” podían ser interpretados irrestrictivamente por algún Juez o por algún abogado que así lo quiera hacer. 
Esto no responde al espíritu del legislador que ha presentado este proyecto y esperemos que la Comisión en 
su momento lo recoja porque es el que manifesté al comienzo. 


Para ir terminando -porque no quiero aburrirlos con más información-, quiero decir algo con respecto a la 
legislación comparada -a la que hice referencia hoy-, y lo verán al principio de nuestra exposición de 
motivos, tal cual fue transmitido a la bancada de Gobierno. El principio general de este proyecto de ley, que 
para nosotros es importante que quede plasmado, es ese mito en la sociedad uruguaya -para nosotros, y así lo 
transmitíamos- de que este es un país que está en la vanguardia en la legislación social en general, y en la 
legislación de protección de trabajadores. Y esto, en su momento, fue una verdad. Pero hoy, el ejemplo de las 
licencias especiales es muy claro. Esto no es algo que esté pasando en Suecia, en Finlandia, en Noruega o en 
países avanzados -tanto lo son que obviamente, se nos puede decir que son países ricos y se pueden dar este 
lhujo-, pero nosotros tenemos un retraso importante en estos aspectos, e inclusive si hacemos comparaciones 
regionales. Inclusive, el ciudadano medio uruguayo -no digo nosotros, en tanto dirigentes políticos o 
legisladores nacionales-, tiene la imagen de que son países latinoamericanos que, por decir lo mínimo, son 
socialmente más atrasados que nosotros. Y sin embargo, cuando uno ve algunas legislaciones -que después se 


aplicarán o no, pero que existen como normas legales, y en algunos casos se aplican mucho más de lo que 
pensamos-, observa que protegen algunos derechos de los trabajadores de forma bastante más avanzada que 
lo que hace nuestro país. 


Este es un punto que queríamos señalar porque Uruguay también está en falta por no haber ratificado el 
Convenio N* 140 de la OIT que es del año 1974, que ya en ese año establece la necesidad de hacer leyes 
nacionales relativas a licencias pagadas por estudios, separadas de un régimen general de licencias. O sea que 
la OIT hace más de treinta años que viene hablando de la necesidad de tener legislación específica con un 
régimen de una licencia paga por estudio. Lamentablemente, nuestro país no ha ratificado ese Convenio, 
aunque debemos decir que desde el punto de vista conceptual los juristas de Derecho Laboral Internacional 
llaman a estos convenios promocionales porque no implican una obligatoriedad. 


(Diálogos) 


Son convenios que promueven determinados derechos para que legislen nacionalmente los países. 
(Diálogos) 


Los países deberían tomarlos y ratificarlos. Uruguay no ha ratificado este Convenio, pero yo lo 
traje a colación, no para aburrirlos, sino porque hemos estudiado otros que se vinculan con este tema 
de la licencia pagada por estudio. 


Además, está la Recomendación N* 148 que también se refiere a este tema y que además recomienda poner 
en práctica este Convenio del año 1974. 


Pero a efectos de no aburrirlos y de no traer la legislación comparada, vayamos a la licencia por maternidad. 


Ya vimos la diferencia enorme que existe entre el trabajador público y privado sobre este aspecto. El 
funcionario público tiene diez días hábiles por su paternidad. Como ustedes verán, en estos artículos del 
proyecto de ley, hemos sido muy cautos, por lo que decía al comienzo de mi exposición. Yo quisiera que 
fueran más días, ¡y ojalá fuesen los diez días como se establece para los funcionarios públicos! Pero creo que 
pasar de golpe de cero a diez días puede generar algún problema en la primera etapa. Esto no quiere decir que 
yo no crea que los trabajadores de la actividad privada no deban tener exactamente los mismos días que los 
que tienen los de la actividad pública. Si las legisladoras y legisladores de esta Comisión así lo consideran, 
los voy a apoyar fervorosamente. 


En el artículo 5” del proyecto de ley se hace referencia a la licencia por paternidad, y se establece que: "En 
ocasión del nacimiento de sus hijos, los padres que se encuentren comprendidos en el artículo 1* -o sea 
aquellos que estén afiliados al Banco de Previsión Social, porque es el ámbito de aplicación-, "tendrán 
derecho a una licencia especial que comprenderá el día del nacimiento y los dos hábiles siguientes". Huelgan 
las palabras a la hora de explicar el significado de esta disposición. 


Obviamente, también se establece en el inciso segundo lo siguiente: "En un plazo máximo de veinte días 
hábiles deberá acreditar el hecho ante su empleador mediante la documentación probatoria pertinente y, en 
caso de no hacerlo, los días le podrán ser descontados como si se tratara de inasistencias sin previo aviso". 
No se le puede quitar el derecho, porque el nacimiento de un hijo es algo muy fuerte para quien ha tenido la 
suerte de tenerlo. Se le pueden sí cobrar los días si se hace sin previo aviso y si no cumple con la posterior 
demostración del nacimiento de su hijo. Por eso le dimos un plazo máximo de veinte días hábiles. Esto 
también puede ser modificado teniendo en cuenta que en el Registro, como ustedes saben, hay un plazo de 
diez días hábiles; esto también lo estudiamos. Por lo tanto, la posibilidad de tener la documentación 
fehaciente pertinente a los diez días hábiles ya es posible. Y por ello, le damos diez días más al trabajador 
para que presente esa documentación a su empleador. 


Aparentemente, estos son plazos cortos, y algunos nos han criticado, pero aclaro que en términos positivos 
porque nos han acercado sus puntos de vista para introducir modificaciones. Hemos conversado el tema con 
varios dirigentes gremiales y sindicales, quienes, por su experiencia, nos han dicho que los plazos han sido 
excesivamente cortos. Este aspecto también se puede ampliar en la Comisión. Yo doy este fundamento: 
existen diez días hábiles por ley para registrar o anotar a un hijo en el Registro -como se dice vulgarmente-, o 
si no después hay que acudir a un Juez para hacerlo porque solo hay diez días hábiles para hacerlo. Entonces, 


la documentación probatoria pertinente debería estar a los diez días hábiles como máximo, porque después de 
eso bastan dos días corrientes para que se le acerque el testimonio de la partida correspondiente. Por lo tanto, 

agregamos diez días hábiles más. Son veinte días hábiles, casi un mes. Nos pareció un tiempo razonable, pero 
puede ser modificado. 


Voy a saltear el artículo 6”. 


Con respecto a la licencia por duelo, como ya dije es una tradición que se refleja en varios convenios 
colectivos. Pero como informa todo el proyecto, establecemos derechos mínimos y ponemos los mismos 
alcances que tiene para los funcionarios públicos en el artículo 31 de la Ley N? 16.104, que establecía el 
alcance dado a la licencia por duelo para los funcionarios públicos, lo que también se modificó por el artículo 
24 de la Ley N* 17.930, que da diez días hábiles con goce de sueldo para los casos que aquí estamos 
señalando. Nosotros damos una licencia de tres días hábiles, cuando se le dan diez días hábiles por todos los 
argumentos que di al principio. Yo quisiera dar diez días también; si se vota, mejor. En ese sentido, creemos 
que hay que comenzar por este número de días, por lo menos, al principio. 


Por último, está la licencia por matrimonio. En estos momentos estamos votando un proyecto que hace a la 
unión concubinaria. Este tipo de unión tiene una declaración judicial. No hay un momento determinado, 
clave y específico. Dado que el matrimonio es un instituto y nosotros queremos proteger a muchos 
trabajadores que toman la decisión del matrimonio, que no implica un plazo de cinco años de vida en 
consuno previa, tal como se necesita en la unión concubinaria. Por eso queremos dar al trabajador los días de 
licencia porque en muchas ocasiones nos hemos encontrado -y esto lo digo para solucionar aspectos 
prácticos- que mucha gente tiene que esperar mucho tiempo, aun cuando ha tomado la decisión para casarse, 
porque no le cuadra en su licencia anual el día elegido para su casamiento. 


No quiero abundar más sobre este tema para no aburrirlos, y no abusar de vuestro tiempo, máxime cuando mi 
compañero, amigo y colega, el Diputado Pozzi me instó al comienzo a no ser demasiado extenso, pero me 
parecía que la fundamentación del tema lo ameritaba. 


Bueno, como decía, la licencia por matrimonio debe tener un preaviso muy grande: un mes antes; es algo 
obvio. Uno se registra por lo menos tres meses antes, como lo establece la ley. Por lo tanto, avisar a la 
empresa un mes antes no nos parece un plazo excesivo para gozar de esta licencia especial de tres días. Y un 
día debe ser el día del matrimonio. 


Y como dijimos al comienzo, no hay que olvidar que toda estas licencias especiales deben gozarse y no 
podrán ser cambiadas en una negociación, porque para eso nacen como un instituto nuevo del Derecho 
laboral que es el régimen de licencias especiales para la actividad privada. 


Era cuanto tenía para decir. He intentado hablar rápido; lo sé y pido disculpas. Lo he hecho para comprimir el 
tema. Igualmente, si a la señora Presidenta le parece bien, en su momento podré alcanzarle una fotocopia de 
un estudio realizado sobre licencias por exámenes, por estudio, por becarios del PNUD respecto a este tema, 
como una información complementaria, y no como documento formal. También puedo alcanzarlo al 
legislador que lo solicite. 


Sería bueno que la Comisión, dentro de sus posibilidades y teniendo en cuenta su agenda, diera un rápido 
tratamiento a este proyecto de ley. Por las conversaciones informales que he mantenido sé que hay consenso 
para su aprobación. Estos proyectos, que implican avances en la legislación laboral, en Uruguay siempre han 
sido votados por consensos y unanimidades. Este no es un proyecto revolucionario ni que cambie 
radicalmente las cosas, pero sí genera un avance en la protección legal de los derechos de los trabajadores. 
Nos parece que es algo que los trabajadores uruguayos no solo se merecen sino que deben tener para 
garantizar sus derechos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El planteo del señor Diputado Cánepa ha sido realmente muy ambicioso y 
será muy interesante todo lo que pueda acercar a la Comisión. 


Yo tendría varias consultas para realizar, pero quedarán para la discusión del proyecto de ley. Creo que con 
este proyecto de ley ocurre lo mismo que con el anterior. Tengo la sensación de que en términos generales 
hay acuerdo sobre su intención. 


Puedo adelantar que el tratamiento de este proyecto será, como se ha planteado, lo más rápido posible, pero 
con una dedicación especial. Por otra parte, el mecanismo de funcionamiento de la Comisión es el de 
consultar a los distintos organismos que tienen directa vinculación con el proyecto de ley a consideración, lo 
que llevará su tiempo también. 


Me parece que el aporte ha sido interesante. Los documentos que deje el señor Diputado Cánepa serán 
repartidos por Secretaría a cada uno de los señores Diputados. 


Quizás en algún otro momento -lo mismo que con el otro proyecto de ley-, durante la discusión del proyecto 
de ley tengamos que recurrir a alguno de los planteos que ha referido el señor Diputado Cánepa. Uno de los 
más importantes ya lo ha aclarado. Me refiero a lo que establece el artículo 3” en el sentido de que el 
beneficio otorgado será anual. De manera que el espíritu está claro; no lo dice, pero es uno de los planteos 
que hay que hacer. 


El artículo 5” refiere a la licencia por paternidad con el mismo espíritu. Hay otras propuestas similares en 
otros proyectos de ley; se ha hecho un planteo en ese sentido fundamentalmente en la Comisión Especial de 
Género y Equidad. También está el tema de la tenencia, que no se ha tratado, pero que quizás podamos ver en 
este proyecto. 


Si no me equivoco, la primera semana de julio iniciaremos la discusión de este proyecto de ley con el espíritu 
general del planteo y la intención de regular una situación de inequidad que es real, ya que los funcionarios 
públicos gozan de unos beneficios que no rigen en el sector privado. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero dejar constancia de que miramos con mucho entusiasmo esta 
iniciativa que nos parece oportuna. En ese sentido, felicitamos al señor Diputado Cánepa. 


Más allá de algunos aspectos específicos que puedan motivar cierta diferencia o algún aterrizaje distinto con 
relación a los alcances del proyecto, nos parece que en términos generales está muy bien. Me gustaría 
consultar a todos los sectores involucrados simplemente para conocer sus visiones u opiniones y 
eventualmente enriquecer el proyecto o consagrar en él algún ajuste que resulte necesario y que hoy no 
estemos en condiciones de advertir. 


Quiero hacer una pregunta sobre el artículo 1? en cuanto al ámbito de aplicación. No me queda del todo claro 
si es estrictamente correcto que el ámbito de aplicación se acote a los afiliados al Banco de Previsión Social, 
que sé que son la enorme mayoría o la casi totalidad. Pero me temo que en las cajas paraestatales -no pienso 
en los retirados militares y policiales que de pronto están sometidos a un estatuto especial- puede haber 
trabajadores en relación de dependencia que eventualmente no tengan convenio colectivo o que si lo tienen 
tal vez sea indiferente. Inclusive, tal vez la existencia del convenio colectivo pueda llevar a que el propio 
proyecto consagre la relación entre la ley y el convenio colectivo. Siendo muy generosa la ley -justamente 
generosa o beneficiosa-, en algún sector puede darse que haya beneficios aún mayores a los que la ley 
consagra. No sé si eso está salvado o no. 


SEÑOR CÁNEPA.- Cuando elaboramos el proyecto, tomamos opciones que por supuesto se pueden 
modificar aquí. La primera opción fue hacerlo breve. Una de las tentaciones es hacer un proyecto muy 
largo, muy específico y que para cada situación se establezca una norma específica que la regule. 
Nosotros queríamos un proyecto con un marco general y con la especificidad de cada una de las 
licencias especiales. 


En cuanto a la última consulta del señor Diputado Pablo Abdala, en el último párrafo del artículo 8” se 
establece: "Tampoco será válido ningún pacto o convenio a través del cual se renuncie a las mismas, pero en 
el caso de trabajadores que acordaren" -es decir, futuro- "o hubieren acordado regímenes más favorables se 
estará a lo dispuesto en éstos". Es decir que se le da retroactividad al principio general. Los profesores Grado 
5 de Derecho Laboral -que saben mucho más quien habla y que fueron consultados en su momento- asumían 
que no era necesario porque según el principio general del "indubio pro operario", se aplica la ley más 
beneficiosa para el trabajador. 


En ese sentido, he tenido alguna discusión porque un convenio no tiene rango legal. Por eso se establece el 
derecho mínimo de los trabajadores. Se establece un concepto novedoso, que es el derecho mínimo, que es 


como un piso. Me refiero a que si se acuerdan para el futuro mejores condiciones de las que están aquí 
establecidas, esa norma es la válida. Y si se estableció en el pasado, pongo un ejemplo muy claro. No 
incluimos a los trabajadores de las cajas paraestatales -y esto tiene relación con lo anterior- porque todos los 
bancarios tienen convenios colectivos que los regulan y que son mucho mejores que este proyecto de ley, que 
establece un derecho mínimo. Si pusiera sobre la mesa los últimos veinte años del convenio colectivo de 
AEBU con respecto a las licencias especiales, veríamos que todas son mucho más beneficiosas que la 
establecida en este proyecto de ley. Fue una opción. Lamentablemente, no hemos encontrado una mejor 
definición, y ojalá la Comisión la encuentre. Esta es la misma que viene de la Ley N* 17.930 del Presupuesto 
Nacional y de la Ley_N? 16.104. 


En cuanto a las licencias anuales y a la licencia especial para los funcionarios públicos o trabajadores 
privados que adopten menores, la ley ya hacía una referencia. Nosotros quisimos mantener el alcance de la 
ley que ya se viene aplicando a nivel nacional, inclusive para que haya una concordancia en el sistema legal 
nacional. 


Aquí se hace referencia al trabajador afiliado al Banco de Previsión Social. El derecho a la licencia por 
adopción ya existe en Uruguay; el proyecto de ley fue presentado por un señor Diputado suplente del Partido 
Colorado. No tenía sentido incorporarlo si ya existe una regulación nacional, un reconocimiento legal, tal 
como dije al comienzo de mi exposición. Aquí se hace referencia al trabajador afiliado al Banco de Previsión 
Social. Cuando nos preguntamos por qué se hizo eso y fuimos a buscar los antecedentes, vimos que se había 
dado esta misma discusión. En esta Cámara he aprendido que hay discusiones que con el tiempo se repiten 
porque cambian los actores. Pues bien, hay antecedentes de esta discusión. 


Dar una definición de trabajador a nivel legal, que no esté específicamente vinculada a la afiliación al Banco 
de Previsión Social, ha traído muchos problemas, y no solo porque hay diferencias doctrinarias, incluso a 
nivel de Derecho Laboral. Puede traer "problemas" -entre comillas- no políticos sino de cuál es el alcance en 
la definición del trabajador. El hecho de definir trabajador con un alcance específico en una ley general, 
puede traer problemas para la aplicación de otras normas porque, como me recordaban en voz baja, no es la 
ley sino la norma más favorable la que se aplica como principio de Derecho Laboral. Entonces, si tomamos 
una definición determinada de trabajador como término general y no acotada al proyecto de ley -y no 
definimos trabajador sino que decimos aquellos que son dependientes de algo determinado, como Banco de 
Previsión Social, y nos excusamos de dar una definición legal acabada al concepto de trabajador-, puede ser 
utilizado después por un Juez. Estos fueron los argumentos por los cuales nosotros decidimos establecer estos 
conceptos. No significa que hayamos pasado por alto la advertencia que nos hace el señor Diputado Pablo 
Abdala, y que ya otros nos hicieron. Optamos por tomar una definición que deja a algunas personas fuera del 
alcance de esta ley -que en nuestra opinión son muy pocas- y damos una solución que a los efectos de política 
jurídica de Derecho Laboral es mejor que la solución que quisimos encontrar sin hacer referencia al Banco de 
Previsión Social. Es lo que otras normas vigentes hacen, justamente para resolver este problema. Quizás 
encuentren una solución mejor; ojalá. La intención es que esto sea lo más amplio posible y que alcance a la 
mayor cantidad de trabajadores posible. 


Es decir que se dio un debate y tomamos esta opción por estos fundamentos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No quise abrir el debate, pero en parte coincidía con el planteo del señor 
Diputado Pablo Abdala. 


Agradecemos la presencia del señor Diputado Cánepa. Quizás lo volvamos a convocar durante la discusión 
del proyecto de ley. 


(Se retira de Sala el señor Diputado Cánepa) 


La Mesa quiere informar -ya se lo mencioné al señor Diputado Hackenbruch Legnani, quien ya se 
retiró- que la Comisión de Transporte, Comunicaciones y Obras Públicas invita a la Comisión de 
Legislación del Trabajo a su sesión de mañana a la hora 10, a la que concurrirá el señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas para considerar el tema del sindicato de los trabajadores de esa Cartera. 


Esta es la última sesión ordinaria de la Comisión. En la sesión pasada quedamos en traer un esbozo -así lo 
hizo el señor Diputado Iturralde Viñas- sobre la propuesta de trabajo o de esa jornada que vamos a realizar 


sobre las ocupaciones de lugares de trabajo. La fecha propuesta es el 28 de junio. 
Voy a dar lectura a la propuesta de trabajo del señor Diputado Iturralde Viñas. 


(Se lee:) 


Tenemos que coordinar la concurrencia de todos los invitados que se proponen, entre ellos 
integrantes del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ITURRALDE.- Propongo que se haga en la última semana de junio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Veamos la posibilidad de que sea en la última semana de junio. Si están de 
acuerdo, coordinamos con la Secretaría de la Comisión para tratar este tema en primera instancia. 


SEÑOR ITURRALDE.- No puse casualmente "públicos y privados", "trabajadores y empresarios"; 
me pareció que tanto en un caso como en el otro habría que discutir los criterios porque, el otro día, en 
una reunión partidaria en la que recibimos al Secretariado Ejecutivo de COFE se hicieron algunos 
planteos vinculados con la posibilidad de negociación colectiva, inclusive, del propio desalojo de 
lugares del trabajo, y me pareció del caso escuchar la opinión tanto de uno como de otros. En el caso de 
los empresarios, por la misma razón. 


Por ejemplo, el otro día, con el señor Diputado Abdala, en la Comisión de Industria, Energía y Minería 
escuchamos la opinión de ANTEL con relación al episodio de los guardahilos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si están de acuerdo, sugerimos enviar una carta con el temario que se va a 
tratar y también que haya algún representante de los organismos del Estado. 


SEÑOR ITURRALDE.- O de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Alguien que venga a cubrir ese lugar, tanto del ámbito público como 
privado. También podemos enviar una invitación a la Cámara de Industrias del Uruguay, a la Cámara 
de Comercio. 


(Diálogos) 


En todo caso, quizás le preguntemos a las autoridades del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social quiénes son los que participan en el Compromiso Nacional y que nos sugieran un nombre 
porque, de lo contrario, la Mesa va a ser sumamente amplia. 


Sugiero que, para el primer punto, en cuanto a los legisladores de la Comisión, haya uno por sector, para que 
haya un equilibrio; de esa manera, serían tres las personas que la integrarían. 


SEÑOR ITURRALDE.- En la exposición inicial. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Exactamente. 

Y se haría un cierre con preguntas; sería el debate general sobre el tema. 

SEÑOR ITURRALDE.- Así es. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, ajustaríamos la fecha con los expositores. 


SEÑOR ITURRALDE.- No es con el fin de trabar, sino de simplificar, y no porque me hayan hecho 
algún planteo los señores Diputados Abdala y Delgado; en todo caso, nos gustaría que se hiciera un 


planteamiento central sin perjuicio de que se dé alguna otra intervención de otro miembro de la 
Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No entendí. 
SEÑOR ABDALA (don Pablo).- En lugar de un orador por partido, que haya un espacio central. 


SEÑOR ITURRALDE.- La idea es que haya un espacio central por partido en el que, por ejemplo, yo 
le pueda conceder una interrupción al señor Diputado Abdala. 


(Diálogos) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo no tengo inconveniente; tenemos que ver que no resulte algo sumamente 
pesado. 


SEÑOR ITURRALDE.- Mi idea es exponer el problema inicialmente; una vez expuesto, escuchar a los 
distintos actores sociales, a los actores del Estado y generar un debate al final. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Podemos conformar tres Mesas de debate. Esto nos va a llevar todo el día; 
entonces, vamos a tener que hablar con la Presidencia para prever el funcionamiento, el intermedio al 
mediodía y demás. 


Si podemos tener más de dos Mesas, en la primera Mesa se puede decir, por ejemplo, que tenemos cincuenta 
minutos y si resolvemos que somos cinco los que hablamos, nos vamos a tener que dividir ese tiempo para el 
debate, porque si esto es impulsado por la Comisión de Legislación del Trabajo, entonces tendremos que 
iniciar la reunión, junto con el Presidente de Cámara. Eso nos da la posibilidad del planteo que hacía el señor 
Diputado Iturralde, y de hacer la presentación del tema. 


Después nos vamos a una segunda Mesa y ahí mezclamos empresarios y trabajadores para que también 
hablen sobre el mismo tema, con las dos miradas, de lo público y lo privado. 


Por último, quizás en una sola Mesa, podríamos cerrar con el tema de la Universidad y ponemos en el medio 
lo que vendría a ser lo del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿El orden no sería el inverso? 
SEÑORA PRESIDENTA.- No; yo creo que está bien así. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quizás lo más interesante es lo que digan los políticos y los 
parlamentarios, no porque nos creamos el ombligo del mundo, pero es la opinión política y antes o 
después, la opinión de los involucrados... 


SEÑORA PRESIDENTA.- La primera opinión la da la Comisión. 
SEÑOR ABDALA (don Pablo).-¿Pero lo primero no será la Universidad, no serán los catedráticos? 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


